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Candelaria Rosa, Juez Ponente 

 

 

 

RESOLUCIÓN  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 15 de abril de 2021.  

Comparece Rafael Pérez Ramos (peticionario) a fin de impugnar 

la Sentencia Parcial emitida por el Tribunal de Primera Instancia el 30 

de octubre de 2020. Mediante el dictamen recurrido, se declaró ha lugar 

la moción de sentencia sumaria parcial presentada por Omayra Coss 

Irizarry (recurrida) y se denegó el crédito solicitado por el peticionario 

atinente al pago de hipoteca y mantenimiento de un bien ganancial 

sujeto a liquidación. Por los fundamentos que expresamos a 

continuación, denegamos la expedición del auto de certiorari 

solicitado.  

El presente caso gira en torno a la liquidación de la comunidad 

post ganancial existente entre las partes de epígrafe. Según surge del 

 
1 Mediante Orden DJ 2019-187G, el Panel I quedó constituido por 3 integrantes. 
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expediente, durante la vigencia del matrimonio, las partes procrearon 

una menor y adquirieron bienes y deudas gananciales. Posteriormente, 

comenzaron un proceso de divorcio y como pensión alimentaria 

provisional, el peticionario aceptó el pago de la hipoteca y 

mantenimiento de la vivienda donde residía la menor. Así pues, 

mediante sentencia dictada el 11 de junio de 2013, se decretó roto y 

disuelto el vínculo matrimonial. Entre otros asuntos, el foro primario 

concedió la custodia provisional de la menor a la recurrida y estableció 

una pensión alimentaria provisional de $1,072.00 mensuales, más los 

gastos de mantenimiento de la residencia. Luego, mediante resolución 

emitida el 15 de febrero de 2018, el Tribunal estableció una pensión 

alimentaria permanente de $375.00 a favor de la menor efectiva el 1 de 

febrero de 2018.  

Con anterioridad a la determinación de la pensión alimentaria 

permanente, la recurrida presentó, por separado, demanda sobre 

liquidación de la sociedad legal de bienes gananciales que existió entre 

las partes. Así pues, el 13 de junio de 2019, la recurrida solicitó que se 

dictara sentencia sumaria parcial en el contexto particular de que se 

dispusiera de que el pago de la hipoteca y el mantenimiento de la 

propiedad había sido por concepto de la pensión alimentaria 

provisional, por lo que no correspondía crédito a favor del peticionario. 

Por su parte, este último se opuso y, entre sus alegaciones, 

sostuvo que ostentaba la custodia compartida de la menor, que asumía 

sus gastos y que la residencia no había sido catalogada como hogar 

seguro, por lo que le correspondía el crédito por el pago de la hipoteca 

y el mantenimiento. A su vez, manifestó que existían controversias 
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materiales de hechos que impedían que se dictara sentencia sumaria 

parcial.  

Atendidas varias mociones instadas por ambas partes, en las 

cuales reiteraron sus argumentos y luego de que se presentaran las 

transcripciones de las vistas del caso de divorcio, el 30 de octubre de 

2020, el foro primario declaró ha lugar la solicitud de sentencia sumaria 

parcial presentada por la recurrida. En esencia, el foro a quo determinó 

que el peticionario no tenía derecho al crédito reclamado, pues de los 

documentos presentados se desprendía que, durante el trámite de 

divorcio, el peticionario aceptó sufragar la hipoteca y mantenimiento 

de la vivienda, por lo que mediante dictamen judicial se le ordenó el 

pago de $1,072.00 por concepto de la pensión alimentaria provisional, 

más los gastos de mantenimiento de la propiedad. Entre varios asuntos, 

el Tribunal puntualizó que el referido dictamen hubiera podido ser 

modificado mediante solicitud del peticionario al amparo de un cambio 

sustancial en sus circunstancias, mas no lo hizo. En desacuerdo, el 

peticionario presentó solicitud de reconsideración, la cual fue declarada 

no ha lugar el 2 de febrero de 2021.   

Aún inconforme, el peticionario acude ante este Tribunal y 

cuestiona la determinación del foro de primera instancia al no conceder 

el crédito por el pago de la hipoteca y mantenimiento de la propiedad 

en controversia durante el período en que sufragó la pensión alimentaria 

provisional. Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes de 

epígrafe, procedemos a resolver.  

Es norma reiterada que el auto de certiorari es un vehículo 

procesal discrecional y extraordinario mediante el cual un tribunal de 

mayor jerarquía puede rectificar errores jurídicos en el ámbito provisto 
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por la Regla 52.1 de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 

52.1, y de conformidad a los criterios dispuestos en la Regla 40 del 

Reglamento de este Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

40. IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307 (2012). En tal sentido, 

la función de un tribunal apelativo frente a la revisión de controversias 

a través de un certiorari requiere valorar la actuación del foro de 

primera instancia y predicar su intervención en si la misma constituyó 

un abuso de discreción. SLG Zapata-Rivera v. J.F.Montalvo, 189 DPR 

414, 434 (2013). En ausencia de tal abuso o de acción prejuiciada, error 

o parcialidad tampoco conviene intervenir con las determinaciones del 

Tribunal de Primera Instancia. González Hernández v. González 

Hernández, 181 DPR 746, 776 (2011).   

Evaluados los planteamientos presentados, luego de un detenido 

estudio del expediente y los procesos acontecidos, del mismo no se 

desprenden argumentos que controvierten el hecho determinado 

atinente a la aceptación del peticionario al pago de la hipoteca y 

mantenimiento de la residencia de la menor por concepto de la pensión 

provisional establecida, mientras se dilucidaban los procedimientos 

ulteriores al divorcio de las partes. El peticionario no demostró que 

reservó su derecho a repetir en contra de la recurrida. Mundo v. Cervoni, 

115 DPR 422 (1984). Durante el referido período, tampoco surgen 

actos afirmativos en oposición al referido pago de la pensión 

provisional aceptada por el peticionario y acogida por el Tribunal.   

En la medida en que el peticionario sufragó la pensión 

provisional que aceptó sin reserva y ordenada por el foro de instancia, 

no caben señalamientos de pagos en exceso. Debido a que el 

peticionario no nos puso en posición para entender que existe una 
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controversia real que justifique su derecho al crédito, nos abstenemos 

de interferir en el criterio del foro a quo. Conforme a lo anterior y toda 

vez que la determinación del foro primario no acusa error, prejuicio, 

parcialidad o abuso de discreción, de manera que nos obligue a 

intervenir o rectificar el dictamen objeto del recurso, resolvemos 

denegar la expedición del auto de certiorari solicitado.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


